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Presentación 

 

 

En este número damos la bienvenida a Marcelo Larrea, director de El Sucre, 

corresponsal de Adital en Ecuador. Autor de varios libros entre ellos: La historia 

no termina, Hablar a través del tiempo y La triple victoria de Chávez o la guerra 

por otros medios. Intelectual ecuatoriano atento a los acontecimientos de Nuestra 

América. Testigo fiel de la evolución de los acontecimientos políticos que 

prefiguran los escenarios sociales contemporáneos en el Cono Sur. 

 Es para Cuaderno de Trabajo una buena oportunidad para dar a conocer 

información que sólo circula entre enterados, más en el Sur de América que entre 

los medios noticiosos o académicos más amplios del resto del continente. Los 

acontecimientos políticos y las luchas de los pueblos por no sucumbir frente al 

embate imperialista de corte neoliberal, son para los estudiosos una lección que no 

debemos despreciar. Si bien hace varias décadas atrás aprendimos que existen 

ejemplos históricos y no modelos, las lecciones históricas son por demás 

reveladoras de las arritmias que caracterizan las decisiones que las elites toman en 

todo el continente. Así considerando tan sólo las iniciativas gubernamentales de 

las últimas décadas podríamos recuperar un verdadero as de experiencias. Por 

ejemplo: el monetarismo vería la luz en Chile, durante la dictadura de Augusto 

Pinochet. El modelo neoliberal después del Consenso de Washington, se aplicaría 

primero en los países del Sur de América y después en el resto. El TLCAN se 

fraguaría primero en el Norte involucrando a México y después se promovieron 

acuerdos regionales para avanzar el ALCA.  

 Las más diversas miradas están ahora interesadas en comprender el sentido de la 

rueda de la historia y por lo tanto el papel de las mayorías en la construcción de 

futuros alternativos, distintos a los que imponen los poderosos. Es en ese contexto 

el cual la modernidad capitalista de este tiempo revela su cansancio e incapacidad 



 

para repartir el producto social. El complejo militar-empresarial-militar-financiero 

que ha guiado el proceso de acumulación en Occidente después de la segunda 

mitad del siglo pasado, ha asignado roles a las elites nacionales para abrir nichos al 

capital sin detenerse a considerar que sus estrategias lesionan a las clases sociales 

más desprotegidas y acelerando con ello su deterioro. Un deterioro que si bien 

golpea a las grandes mayorías ha contribuido al veloz deterioro medioambiental 

del planeta. Es por eso que el momento que vivimos es especialmente privilegiado 

para analizar -desde nuestros respectivos lugares que otorgan sentido a nuestra 

miradas-, el comportamiento de las elites y las masas, las políticas globales 

neoliberales, las alternativas de integración entre los bloques de países en 

diferentes lugares del mundo, las resistencias sociales y las alternativas que se 

fraguan a contracorriente en diversos países latinoamericanos. 

 Nuestra América es y ha sido con mucho un campo de pruebas. El siglo XX y 

este que avanza, nos han legado un filón de experiencias. Todas ellas importantes, 

con ellas se fraguaron pensamientos alternativos, prácticas políticas sin 

precedentes, ideologías que todavía alimentan actos que transformas nuestras 

vidas. Es en este contexto de riquezas inigualables que recibimos el trabajo de 

Marcelo Larrea, un intelectual, académico, periodista, ensayista, ecuatoriano 

comprometido con las mejores causas latinoamericanas. 

 

 

Feliciano García Aguirre 
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Crisis en Ecuador: de la pérdida de la justicia a la implosión política 

Marcelo Larrea 

 

 

La crisis judicial que sacude a Ecuador expone la bancarrota del sistema político que ha 

gobernado, cogobernado o legitimado el ejercicio del poder en los últimos 25 años, impuesto 

bajo la tutela de la última dictadura militar. La justicia es el poder más sensible de todos los 

del Estado Moderno, cuando entra en crisis explota el arbitraje de los conflictos, el 

establecimiento pierde no sólo su legalidad, sino además legitimidad, en consecuencia, una 

revolución no será ya una utopía ideal, emergerá como imprescindiblemente necesaria. 

 La actual crisis judicial en Ecuador, expresa en la superficie de las relaciones de poder 

que la sociedad no puede seguir viviendo como ha vivido hasta ahora. Una de las cualidades 

que la teoría política de Lenin, apuntó, como una inequívoca señal de la emergencia de una 

situación pre-revolucionaria en la historia. La justicia es el poder más sensible de todos los del 

Estado Moderno, esencialmente, norma el contrato social, administra las reglas del juego que 

hacen posible que clases y capas sociales diversas, incluso antagónicas e incompatibles, 

coexistan bajo un determinado régimen político. Cuando la justicia entra en crisis, explota el 

arbitraje de los conflictos, la ley desaparece, el establecimiento pierde la capacidad de dirimir 

las contradicciones que contiene, enajena su legitimidad, en consecuencia para la sociedad, 

una revolución no será ya una utopía ideal, sino cada día más imprescindiblemente, necesaria. 

 

Huellas dictatoriales y fascistoides 

El examen histórico es el método más adecuado para aproximarse a la comprensión de las 

fuerzas motrices de una crisis, las que generalmente permanecen ocultas bajo la superficie.1 La 

situación actual expone los elementos más descompuestos de la manipulación arbitraria de la 

                                                
1 “El método más perspectivo de resolver cualquier problema científico es el de su enfoque histórico” 
Lógica Dialéctica, E.V. Ilienkov,  página 9, Editorial Progreso, Moscú 1977. 



 

justicia por el poder político, que se instituyó como norma con la dictadura militar de 

Rodríguez Lara en la década de los 70, precisamente cuando el Fondo Monetario Internacional 

(FMI), impuso su primer “acuerdo stand by”. 

Ese régimen creó Tribunales Especiales con jueces sin rostro, para perseguir a sus 

opositores y transformar a la administración de justicia en un apéndice de sus intereses. 

Incluso llegó al extremo de acusar, juzgar y sentenciar a sus adversarios en un solo acto, 

mediante decreto ejecutivo, emulando los procedimientos de los regímenes fascistas. Nombró 

a los jueces de conformidad a los requerimientos del régimen, para usar a la justicia como un 

instrumento de ejecución de sus órdenes. Lo que quedaba de la independencia del poder 

judicial que dio pasos firmes con la revolución liberal de Alfaro a fines del siglo XIX,2 la cual 

venciendo obstáculos de todo orden había pugnado por sobrevivir a lo largo del tempestuoso 

siglo XX, se acabó. La masacre de los trabajadores de Aztra, el manejo de los millonarios 

recursos del “boom petrolero” que decuplicó el ingreso de divisas del país y del 

“endeudamiento masivo” ocurrido simultáneamente, que decuplicó también la deuda externa, 

la corrupción dictatorial quedó cubierta con el manto de la impunidad. 

 Cuando bajo la tutela del último triunvirato militar, en 1979, se restituyó el sistema 

electoral, bajo un modelo de “democracia autoritaria” diseñado por los politólogos de la CIA 

que monitoreaban el “Plan Cóndor” en América latina, se aseguró el secuestró de los derechos 

políticos de los ciudadanos en manos de un coercitivo régimen de partidos, y que el poder 

judicial no recupere su independencia, por lo que continuó acumulando una gigantesca deuda 

con la verdad y la justicia. 

 En el gobierno de Roldós y luego de su asesinato, en el de Hurtado, no se inició un solo 

proceso para juzgar y sancionar los crímenes y delitos de la dictadura militar, a excepción del 

asesinato del ex candidato presidencial Abdón Calderón, crimen que no pudo ser 

completamente encubierto porque su mecánica trascendió a las páginas de los periódicos.3 El 

                                                
2 “La independencia de los altos poderes del Estado en el ejercicio de sus funciones, ha de ser un 
derecho práctico”, numeral 4, programa de la Sociedad Liberal Republicana. “El Globo,  Guayaquil, 13 
de Febrero de 1889. La revolución liberal conducida por Eloy Alfaro consagró la separación de la 
iglesia del Estado y la independencia de los tres poderes, legislativo,  ejecutivo y judicial. 
3 Ver diario Expreso de la ciudad de Guayaquil, ediciones del mes de diciembre de 1978. 
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magnicidio de Roldós permaneció en la impunidad.4 Bajo la mirada cómplice de las cortes, se 

ferió la soberanía nacional, permitiendo que el FMI, monitoree y determine la conducción de 

la economía del país, en función de una estrategia colonialista dirigida a desmantelar el 

modelo de sustitución de importaciones que permitió un incipiente desarrollo industrial, a 

cambio del esquema del fomento a las exportaciones, que promovió la desindustrialización y 

la concentración en la exportación de materias primas. Se permitió la dolarización del crédito, 

el uso de las devaluaciones monetarias como un negocio financiero especulativo, la 

denominada “sucretización” o nacionalización de la deuda externa del sector privado, que 

socializó las pérdidas y privatizó las ganancias y el crecimiento gigantesco de la deuda 

externa, al margen de la ley, favoreciendo la acumulación de la riqueza en un polo de la 

sociedad, los especuladores del capital financiero, agentes de la transferencia de ingentes 

recursos a favor del capital trasnacional. Esta orientación significó la quiebra en cadena de las 

industrias locales y el empobrecimiento masivo por la vía de los programas de ajuste 

demandados por el FMI, que fueron respondidas por una heroica cadena de huelgas generales 

de la clase obrera, lamentablemente condenadas al vacío por la ausencia de una dirección 

revolucionaria. 

 En el gobierno de Febres Cordero, las cortes permitieron la guerra sucia contra el 

movimiento guerrillero Alfaro Vive, ejecutada al margen de la ley y de los derechos humanos 

universales; el pago doloso de la deuda externa con la introducción de los mecanismos de 

recompra a los compradores en el mercado secundario; el inicio del tortuoso proceso de 

desnacionalización de la industria petrolera. E incluso, cuando el congreso designó a 

magistrados que no fueron del agrado del Presidente, sus edificios fueron cercados por 

tanques, para impedir su posesión. 

 En el gobierno de Borja, apenas se hizo el amago de un juicio a Febres Cordero por 

pagos ilegales a un mercenario israelí, pero el proceso nunca se cumplió. Los crímenes 

políticos y económicos del régimen precedente quedaron en la impunidad. Al igual que las 

violaciones de los derechos humanos cometidas por ese régimen como la desaparición del 

escritor Gustavo Garzón y la cadena de escándalos sobre el lavado de narcodólares y las 

                                                
4 “Quiénes mataron a Roldós”, Jaime Galarza Zavala, Ediciones Sol y Tierra, 1982. 
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nuevas versiones de las “recompras” de la deuda externa. Como epítome de la disolución en 

curso del “Estado de Derecho”, se destruyó el Código del Trabajo con la reducción de los 

derechos inalienables de la clase obrera a sindicalización, contratación colectiva, huelga y 

estabilidad. La crisis de la justicia llegó a tales niveles que en 1993, bajo el gobierno de Durán 

Ballén y a pesar de él, fue impostergable introducir un nuevo sistema de nominación de los 

magistrados, que estableció exigentes requisitos y flexibilizó el control de la partidocracia 

sobre la Corte Suprema.  

 En 1995, el Presidente de la Corte, Miguel Macías Hurtado, de filiación socialcristiana, 

con todos los miembros de su sala, fue llevado a un juicio en el Congreso, acusado de haber 

actuado de espaldas a la ley en un millonario caso en contra el Instituto de Seguridad Social 

(IESS). Su destitución permitió que al margen de los acuerdos entre los partidos políticos, 

asuma la Presidencia de la Corte, por el ministerio de la ley, el magistrado más antiguo, Carlos 

Solórzano. 

 

Independencia judicial  

El nuevo presidente de la Corte, tramitó un juicio al Vicepresidente de la República, Alberto 

Dahik, a la fecha el hombre más poderoso del país y el mayor exponente de la estrategia de 

reforma neoliberal, quien fue acusado de manejo doloso de fondos reservados. Cuando salió 

indemne de su juicio político en el Congreso, entre otros elementos por el viraje en su 

protección de los votos del PRE de Bucaram, con plena independencia de la voluntad de los 

acuerdos políticos subyacentes, Carlos Solórzano, ordenó su prisión, en el juicio penal 

incoado. El pueblo en todas  las ciudades del país salió espontáneamente a las calles a 

defender el pronunciamiento del Juez. Protegido por su guardia militar, Dahik, al fugarse del 

país, escribió apresuradamente su renuncia a la Vicepresidencia. Había caído el hombre fuerte 

del gobierno y adalid del neoliberalismo. Se trató de un juicio histórico, que reivindicó a la 

justicia ecuatoriana por sí misma, restauró su independencia de los otros poderes del Estado, y 

retó a la abierta injerencia extranjera que protegía a Dahik y, a la manipulación de los partidos. 
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El suceso a la vez desmitificó el poder político habitualmente presentado como inmune e 

intocable. Virtualmente, un gobierno neoliberal aparentemente todopoderoso, se había desecho 

ante una providencia judicial. Su proyección fue tan profunda que se transformó en un 

ingrediente fundamental de la caída de dos gobiernos, que presos de sus propias 

contradicciones se derrumbaron empujados por sendos movimientos de masas. Sólo 16 meses 

después, una huelga general de trabajadores a la que por su fuerza incontestable plegó la 

partidocracia y el empresariado, derribó al gobierno de Bucaram. Y en el 2000, el pueblo 

integrado en el Parlamento Nacional de los Pueblos, convocado por la CONAIE, dio al traste 

con el gobierno de Mahuad. 

 Sin embargo, las tentativas por avanzar en la independencia del poder judicial, 

chocaron fatalmente con la resistencia de los poderes fácticos. Frente a la primera mega 

operación de salvataje bancario, ejecutada en las postrimerías del gobierno de Durán Ballén, 

en la cual la Junta Monetaria presidida por Ana Lucía Armijos, entregó cientos de miles de 

millones de sucres a los propietarios del Banco Continental, sin fundamento legal, el mismo 

juez, Carlos Solórzano, inició el proceso de oficio, en el trámite del cual las irregularidades 

detectadas condujeron a la emisión de órdenes de prisión en contra de Armijos y de otras 

autoridades del sistema monetario. 

 Promoviendo la independencia del poder judicial, Carlos Solórzano, planteó una 

Consulta Popular, para eliminar la nominación de los magistrados por los partidos políticos en 

el Congreso y por el gobierno, estableciendo el origen de sus nombramientos en el mismo 

poder judicial. En respaldo a su gestión que vislumbró el reaparecimiento de la justicia, obtuvo 

más del 60% de los votos. 

 Para el establecimiento, la justicia había ido demasiado lejos. No podía tolerar que un 

juez de al traste con un gobierno, que alguien ponga el ojo de la ley en el manejo del sistema 

monetario, el centro de operaciones desde el cual se ha saqueado sistemáticamente al país con 

el contubernio de bancos, acreedores de la deuda externa, entre los cuales se incluyen 

importantes sectores de la iglesia jerárquica, gobiernos de turno y partidos a su servicio. Y que 

además, pretenda establecer por mandato popular, la independencia de la justicia. La coalición 

de esas fuerzas puso en marcha una confabulación para “demonizar” al Presidente de la Corte.  
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Golpe de estado a la justicia 

Los sectores de la iglesia vinculados a la tenencia de bonos de la deuda externa, los acreedores 

de la deuda, los bancos que ya diseñaban el salvataje bancario que saqueó las arcas del país el 

98 y 99 y sus partidos, el Socialcristiano, la Democracia Popular, la Izquierda Democrática e 

incluso la izquierda, el Partido Socialista, el Movimiento Popular Democrático y Pachakutik, 

en abierta violación del pronunciamiento de la Consulta Popular y de la Constitución, 

mediante una resolución ilegal aprobada por simple mayoría en el Congreso, cesaron a la 

Corte en pleno y nominaron otra. Entonces, usaron la cobertura de la abstracta “sociedad 

civil”, que a través de diversos organismos no gubernamentales concretos, preferentemente 

financiados por la red de fundaciones que mantienen los órganos de inteligencia de Estados 

Unidos, operaron como el órgano de parálisis de la resistencia social a éste asalto al 

pronunciamiento del pueblo en el plebiscito. Avalaron este golpe de estado a la justicia, 

presentándolo como un proceso de “ciudadanización de la justicia”, con una fuerte campaña 

mediática de soporte.  

 Hoy el carácter fundamental de esta conspiración esta expuesto con la fuerza 

incontrovertible de los hechos. La Corte bajo el dominio del Partido Socialcristiano, la 

Democracia Popular y la Izquierda Democrática, levantó la orden de prisión contra Ana Lucía 

Armijos, garantizando que el escandaloso caso del Banco Continental permanezca en la 

impunidad. Ella luego de dejar de caminar por los techos, se transformó en el personaje clave 

de la gestión financiera del gobierno de Mahuad que condujo a la destrucción del Sucre y al 

salvataje a los banqueros a expensas del presupuesto fiscal y de los recursos de millones de 

ciudadanos, depositantes e inversionistas de las entidades bancarias, a quienes se les asaltó 

directamente en sus cuentas, bajo la operación combinada de la congelación de sus depósitos y 

la devaluación masiva.  

 La Corte, garantizó el encubrimiento del salvataje bancario, ejecutado en una cadena 

de actos colusorios por los banqueros en crisis y las autoridades de la Junta Monetaria o 

Bancaria y del Banco Central, que incluyeron la elección misma del Presidente Mahuad, como 

lo desenmascaró las pruebas expuestas por el banquero Fernando Aspiazu, que informaron 

como financió su campaña electoral para proteger al Banco del Progreso, a la fecha el de 
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mayor captación de depósitos en el país. Y crímenes como el asesinato del diputado Jaime 

Hurtado, mantenido en la impunidad. El atraco ocasionó un perjuicio de más de 9.000 

millones de dólares, una cifra superior al presupuesto fiscal anual, lo que condujo a la 

devaluación sistemática del Sucre, la moneda nacional, y a su inconstitucional sustitución por 

el dólar de Estados Unidos, impuesta en franca violación de la soberanía del país. 

 Esa Corte mantuvo hasta la fecha en que concluyó sus actividades, un silencio 

cómplice con la cesión de la Base Aérea de Manta al Comando Sur de Estados Unidos, por un 

acuerdo ilegal suscrito por el canciller de Mahuad sin facultad legal para el efecto, que 

constituye una violación flagrante de la Constitución y agresión grave a la soberanía territorial 

y jurídica del país, pues otorga inmunidad diplomática e impunidad jurídica a fuerzas militares 

extranjeras y le involucra a Ecuador en las operaciones bélicas de una potencia imperialista en 

el Plan Colombia.  

La crisis desencadenó la insurrección del 21 de enero del 2000, en el curso de la cual el 

Parlamento Nacional de los Pueblos del Ecuador, constituido como órgano de ejercicio directo 

de la soberanía por el pueblo, disolvió los tres poderes del Estado, ejecutivo, legislativo y 

judicial, corresponsables del salvataje a los banqueros, de la violación flagrante de la 

Constitución y de la soberanía contenida en la dolarización. Destituyó al Presidente Mahuad y 

su gobierno, tomó el Palacio Legislativo y en su sede posesionó al Parlamento de los Pueblos. 

Defenestró a esa irrita Corte Suprema. Designó a la Junta de Salvación Nacional compuesta 

por tres miembros de similar jerarquía, Lucio Gutiérrez, representante de los sectores de las 

Fuerzas Armadas que plegaron a la insurrección, Antonio Vargas, Presidente encargado del 

Parlamento de los Pueblos y Presidente de la Confederación de Nacionalidades Indígenas del 

Ecuador, el principal brazo de masas de la insurrección y Carlos Solórzano, al momento 

Presidente del Parlamento de los Pueblos de la costa pacífica del país.5 

                                                
5 Lucio Gutiérrez al asumir el poder en enero del 2003, en franco abandono del programa de la 
insurrección del 21 de enero, entregó el manejo de la economía del país a los mismos funcionarios del 
Banco Central y del FMI que gestionaron el salvataje a los banqueros, entre ellos Mauricio Yépez, 
actual Ministro de Economía. Antonio Vargas plegó al gobierno de Lucio a cambio de un Ministerio y 
se prestó a operar en la estrategia divisionista de la CONAIE. Carlos Solórzano continúa bregando por 
la independencia del poder judicial y ha actuado como un severo crítico de la oligarquía y el gobierno 
de Lucio. 
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El contragolpe monitoreado por Arturo Valenzuela, desde la misma oficina del Presidente Bill 

Clinton en Washington, movió a los Generales que conformaban el Comando Conjunto de las 

Fuerzas Armadas a traicionar en pocas horas su juramento de lealtad a la voluntad del pueblo 

ecuatoriano de instituir la Junta de Salvación Nacional. Ellos posesionaron ilegalmente en el 

Ministerio de Defensa al Vicepresidente Gustavo Noboa, como Jefe de Estado, operando 

como agentes de un acto de intervención extranjera en contra de la soberanía popular. La 

insurrección se replegó. Esa Corte y ese Congreso fueron restituidos.6 

 

Sube la marea 

El 2002, Lucio Gutiérrez ganó las elecciones con el apoyo de Pachakutik y el Movimiento 

Popular Democrático. La alianza se fracturó y rompió en menos de 10 meses de gobierno, 

como resultado de una conspiración deliberada.  

 La derrota electoral de Gutiérrez en las elecciones seccionales de octubre pasado, 

donde apenas obtuvo algo más de un 5% de apoyo, expuso en la superficie un vacío de poder 

y abrió las puertas a su juicio político. La nave del gobierno parecía hundirse ya sin ninguna 

base de legitimidad popular, perdida incluso tiempo antes, el momento en el que Lucio dio las 

espaldas al significado de su elección, viró a un abierto compromiso con las políticas 

colonialistas del Presidente Bush y rompió con sus aliados de la izquierda, Pachakutik y el 

MPD. Entonces, el líder socialcristiano de la oligarquía, León Febres Cordero, propuso el 

juicio político para su destitución.  

 El aparecimiento en el horizonte de la caída de un presidente, siempre tensa las fuerzas 

políticas e impone la máxima presión sobre los contendientes. Lucio que había confiado en 

una alianza con Febres Cordero para sostenerse en el puesto, a la que incluso sacrificó a sus 

aliados en las elecciones, fue confrontado con la amenaza de pérdida de la presidencia. La 

crisis de la oposición liderada por el Partido Socialcristiano, seguido por la Izquierda 

Democrática y el núcleo de dirección de Pachakutik, se transformó en el principal instrumento 

de su estabilidad. Cuando fracasaron en calificar el proceso en el congreso, provocaron el 
                                                
6 Ver diario El Comercio, edición del 22 de enero del 2000. 
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efecto opuesto, dando origen a una mayoría parlamentaria oficialista y a una contraofensiva 

gubernamental que ha golpeado severamente el control del Tribunal Constitucional, del 

Tribunal Supremo Electoral y finalmente de la Corte Suprema de Justicia por el denominado 

dueño del país, el ex - presidente, León Febres Cordero. 

 Para Lucio, el cambio en el poder judicial se transformó en la batalla decisiva para 

sostener su gobierno, sin él la Corte a órdenes de Febres Cordero, preparaba su destitución y 

su persecución. No obstante en lugar de reestablecer la legalidad jurídica del país, pendiente 

de la restitución de la Corte ilegalmente cesada el 97, escogió el camino de su reorganización 

con el mismo método inconstitucional e ilegal, violatorio del pronunciamiento del pueblo en la 

Consulta Popular, con el que se depuso a la que Corte que presidió Carlos Solórzano. En 

consecuencia, la nominación de los nuevos magistrados adolece por origen de los mismos 

vicios de nulidad que la de los precedentes, sólo que ahora no están bajo las órdenes de Febres 

Cordero y sus arreglos con la izquierda democrática y la democracia popular, sino, de una 

tripleta compuesta por el Presidente Gutiérrez, el ex-Presidente Bucaram y el archimillonario 

candidato presidencial, Alvaro Noboa.  

 El conflicto que ha adquirido la mayor acidez, está desenmascarando el “modus 

operandi” del establecimiento. Ha expuesto con crudeza la trascendencia del control de la 

administración de una justicia a su servicio para el dominio de la oligarquía. Al punto que, no 

ha vacilado en mover sus recursos para una batalla mediática dirigida a acusar a Lucio de 

haber establecido una “dictadura”. Para movilizar gente a las calles. Para integrar a los 

alcaldes de Quito, Guayaquil y Cuenca, Moncayo, Nebot y Cordero en una campaña contra la 

Corte, dirigida a promover que se repita el espurio procedimiento de nominación de los 

magistrados que se aplicó el 97 bajo la cobertura de la “sociedad civil”, cuyos resultados 

desastrosos están a la vista en 7 años de experiencia. Para que en acto de afrenta a la soberanía 

del país, la Cámara de Comercio de Quito solicite a la Embajadora de Estados Unidos 

intervenga presionando al Presidente Gutiérrez, para reestablecer la “democracia”, es decir 

reinstituyendo una Corte a las órdenes de la oligarquía, con el mismo procedimiento. 
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Implosión en curso 

La histeria desatada, expone las cualidades de la clase dominante capaz de decirle a la 

sociedad que si la justicia no es propiedad suya, no existe “democracia”, lo que implica que en 

el fondo de la realidad de sus intereses, la ley y el estado de derecho no existen. Pero además, 

ha revelado el fraccionamiento de esa clase, confrontada ahora consigo misma por la 

hegemonía en la Corte, expresión sin duda de una profunda crisis interna, en el fondo de la 

cual late a todo pulmón, el fracaso de las estrategias neoliberales aplicadas en las últimas 

décadas y del régimen político instituido hace 25 años.  

 Por su parte, la “izquierda”, o las agrupaciones políticas que en el escenario aparecen 

como representantes de las clases dominadas, han jugado como veletas de las distintas 

fracciones del establecimiento. Pachakutik ha operado como un instrumento subordinado a la 

Izquierda Democrática, el partido socialdemócrata de Borja subordinado a su vez a su alianza 

con el Partido Socialcristiano de Febres Cordero. El Partido Socialista y el Movimiento 

Popular Democrático, se han prestado a la estrategia de Lucio a cambio de sinecuras 

burocráticas. Sus acuerdos no han introducido ninguna demanda seria sobre los problemas 

fundamentales del país, la posición en el Plan Colombia, las negociaciones del TLC, el manejo 

de la deuda externa y de la política petrolera, los derechos de los trabajadores, la seguridad 

social, el drama doloroso de los migrantes, etc.  Los dos comportamientos han estado lejos de 

contribuir a la perspectiva de avanzar en la independencia del poder judicial y de espaldas a 

las necesidades y a la voluntad de la mayoría de la población oprimida y explotada del país.  

Ninguno de los partidos ha propuesto la defensa y la aplicación del pronunciamiento 

soberano del pueblo en la Consulta Popular del 97, que consagró la independencia del poder 

judicial al prohibir al congreso y al ejecutivo nombrar a los ministros de la Corte, provengan o 

no de ternas de ese artificio denominado “sociedad civil”. Esa voluntad del pueblo que al tenor 

de la Constitución es un mandato imperativo, implica el cese legal de las dos cortes designadas 

ilegalmente el 97 y el 2004, mediante la derogatoria de las resoluciones emitidas por el 

Congreso por inconstitucionales y violatorias del plebiscito y la restitución de la Corte 

depuesta en forma irrita el 97.  

 
Cuadernos  -  15 -  de Trabajo 



 

La crisis ha expuesto la bancarrota de todo el sistema de partidos políticos instituido bajo la 

tutela de la última dictadura militar, que han gobernado, cogobernado o legitimado el ejercicio 

del poder en los últimos 25 años, el cual acaba de ser calificado por organismos como 

“Transparencia Internacional”, como el más corrupto del mundo. Ese sistema y el conjunto de 

su lógica, dominado por el capital transnacional y la subordinación de la nación a los 

programas neoliberales del FMI y el Banco Mundial, a la estrategia de pentagonización de 

América latina y de recolonización por las vías de los tratados de libre comercio,  incluido el 

papel subordinado de una izquierda de altisonantes palabras radicales y prácticas de derecha, 

se aproximan hacia una, cada día más inevitable, implosión, curso que advierte la urgencia de 

la construcción de una genuina perspectiva revolucionaria.  

 

 La crisis continúa en Ecuador. Pugna política en las calles 

El único elemento de cohesión de la marcha masiva  del 16 de febrero en Quito, fue el repudio 

al gobierno de Lucio, desde perspectivas políticas y de clase diversas e incluso antagónicas. La 

oposición socialcristiana y socialdemócrata busca reestablecer su dominio en la Corte 

Suprema. El pueblo pide que se vayan todos, demanda una consulta popular sobre el TLC y 

una Asamblea Constituyente. 

 El centro colonial de Quito, dominado por las cúpulas de las iglesias construidas como 

símbolos del dominio católico español, fue escenario de la disputa política, expresada en una 

marcha masiva de oposición al régimen y, en una contramarcha desesperadamente organizada 

por el gobierno de Lucio, para proteger su dominio del Palacio de Gobierno.  

La marcha, más allá de las mistificaciones de la realidad, fue convocada para continuar 

la campaña armada por el Alcalde socialcristiano de Guayaquil, Jaime Nebot, quien ya 

promovió una manifestación similar en Guayaquil, a fines de enero. La amalgama que está 

dirigida a recuperar el dominio de un instrumento esencial del poder, la Corte Suprema de 

Justicia, ha integrado a una poderosa fracción de la oligarquía costeña, a ONG’s financiadas 

por la USAID de Estados Unidos, al partido socialcristiano, al partido socialdemócrata, 

Izquierda Democrática y, ha contado hasta con el apoyo de Pachakutik. 

 
Cuadernos  -  16 -  de Trabajo 



 

En un ambiente político con un aire enrarecido por la presión de la Embajada estadounidense, 

por la permanencia de Lucio en el poder, en Guayaquil, Nebot, en el primer plano de este 

guión, tuvo que suspender su discurso, estrictamente ceñido a demandas locales, frente a una 

muchedumbre que demandaba la salida de Lucio, asunto que estaba fuera de su libreto. En 

Quito, el discurso del Alcalde Paco Moncayo, concentrado en la reestructuración de la Corte, 

tampoco expresó la voluntad mayoritaria de la concurrencia que se pronunciaba por la salida 

de Lucio.  

 Por las angostas calles del centro histórico bajo una persistente lluvia que escampaba y 

volvía, de espaldas a los propósitos definidos por el establecimiento y los dirigentes oficiales, 

la gente camino con el requerimiento de “que se vayan todos”, a más del gobierno, el 

Congreso y la Corte, lo que recordó la insurrección popular del 20 y 21 de enero del 2000, 

cuando el Parlamento Nacional de los Pueblos destituyó a los tres poderes al derrocar al 

gobierno de Mahuad. 

 Los carteles y gritos asumieron aspectos relevantes como la petición de una consulta 

popular sobre el TLC, el rechazo a su suscripción, el repudio a la continuación de las 

operaciones del Comando Sur de Estados Unidos en la base de Manta y a la impunidad 

internacional de los soldados estadounidenses, la oposición al Plan Colombia e incluso, la 

convocatoria a una Asamblea Constituyente. 

 

Un monstruo de innumerables máscaras  

La dirección de la marcha reconocida y promovida mediáticamente, constituyó un monstruo 

de innumerables máscaras. En ellas se exhibían los rostros de los expresidentes Borja y Durán 

Ballén, gestores fundamentales de las políticas neoliberales aplicadas. Si el primero, el líder de 

la socialdemocracia local, impuso la flexibilización laboral, una legislación tributaria 

regresiva, y promovió la apertura comercial con la desgravación arancelaria. El segundo, de 

procedencia socialcristiana, abrió el camino a las privatizaciones y a la desnacionalización de 

la economía. A ellos se sumaron las figuras de Participación Ciudadana, Ruptura 25, ONG’s 

financiadas con millones de dólares por la USAID, un órgano de Estados Unidos que trabaja 
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estrechamente con la CIA. El Presidente de la Federación Nacional de Cámaras, Blasco 

Peñaherrera (h) destacado en la promoción del TLC, entre otras figuras muy próximas a los 

intereses de Washington. 

 Sin cobertura mediática, concurrieron otros dirigentes, unos expresaron su rechazo a la 

conducción política en forma explícita, señalando que llegó el momento de establecer la 

independencia política de las oligarquías; el Foro Ecuador Alternativo apoyó la marcha 

aunque calificó como “tibia” a la dirección de la misma. Otros asumieron un papel subalterno 

y posaron para las fotos junto a los exponentes del establecimiento, entre ellos algunos 

representantes de Pachakutik aliados a la Izquierda Democrática. A pesar de que Pachakutik se 

sumó a la convocatoria, la CONAIE, se abstuvo de hacerlo por la hostilidad de las bases a 

marchar junto a sectores claramente identificados como adversarios, pero no declaró su 

oposición a la manifestación. Ecuarunari, filial de la CONAIE, se pronunció en apoyo de la 

marcha, pero no movilizó significativamente a sus organizaciones  multitudinarias. 

 En el curso de la protesta, el único elemento de cohesión real fue el repudio a Lucio, 

desde diferentes y antagónicas perspectivas. La mayoría lo acusa de ser servil a la oligarquía y 

a Estados Unidos, y por otra parte, los grupos oligárquicos a través de sus numerosos brazos le 

exigen mayor servilismo. La profundidad de éstas contradicciones devela la crisis de dirección 

política hegemónica, la emergencia en la superficie de contradicciones internas agudas y el 

retrazo en la constitución de una dirección contra hegemónica y revolucionaria, frente a la 

crisis terminal de la vieja izquierda, dividida entre quienes siguen a Lucio y quienes a León y 

Borja, (al socialcristianismo y la socialdemocracia), expresión de su incapacidad de establecer 

su independencia política y construir su propio camino.   

 Los sectores de la clase dominante, con la presencia bajo la sombra del Partido 

Socialcristiano, concentraron su propósito en usar el repudio instintivo de la mayoría de la 

población al gobierno de Lucio, en función de su objetivo estratégico: recuperar el control de 

la Corte Suprema, el Tribunal Constitucional y el Tribunal Supremo Electoral, arrebatado por 

una mayoría parlamentaria a finales del 2004, que cerró filas contra la pretensión de éstos 

sectores de avanzar en el juicio político y la destitución de Lucio. 
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Las multitudes de asistentes del pueblo por el contrario, presentaron una diversidad de 

demandas que chocaban frontalmente con los intereses de clase de las cámaras y de los 

diversos instrumentos de la clase dominante que, a expensas de las expectativas del aparato 

productivo local, siguen el sendero colonial de la suscripción del TLC, defienden la creciente 

intervención militar y policial estadounidense en Ecuador, y la virtual dictadura sobre la 

economía nacional de las estrategias neoliberales del Fondo Monetario Internacional. Las 

contradicciones son tan profundas que hubo sectores que anunciaron que disputarían el 

liderazgo de la marcha y en la Plaza de San Francisco, las masas impidieron al Presidente de la 

Izquierda Democrática, Guillermo Landázuri, pronunciar su discurso, a pesar de 

supuestamente representar al principal convocante, lo que evidenció que la asistencia se debió 

más a una autoconvocatoria y no a la fuerza propia de la ID. 

 Asustado porque el repudio popular se manifieste ampliamente y evolucione en un 

huracán indetenible que derroque a su gobierno, Lucio, organizó la contramarcha, bajo la 

insistencia de Abdalá Bucaram, quien le advertía que un evento de éste género levantado sobre 

una huelga general, en 1997 condujo a la caída de su gobierno y su huída a Panamá. El 11 de 

febrero, 5 días antes, bajo el terror a la expresión del pueblo, Gutiérrez, se instaló en el 

Ministerio de Defensa buscando apoyo para declarar el Estado de Emergencia e imponer 

drásticas medidas preventivas e impedir un curso devastador de los acontecimientos, pero no 

pudo lograrlo, los militares consideraron que sería una provocación que profundizaría la crisis. 

Lucio, transformó al Palacio de Gobierno en una fortaleza policíaco militar protegido por más 

de 5.000 policías y con los recursos del ejecutivo, alcanzó a movilizar de diversas zonas del 

país varios miles de personas, para en un teatro de guerra atrincherarse en el Palacio de 

Carondelet, símbolo de la posesión del poder. Sin embargo, la mejor ayuda para contener la 

indignación popular en su contra, la obtuvo directamente de los sectores de la denominada 

oposición de la clase dominante, que trabajaron en contener la ira popular desviando la marcha 

de la lucha contra Lucio, a un pedido de rectificación.  
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Una marcha neutralizada 

Si bien la marcha reunió realmente más de 30.000 personas, cifra importante, pero muy 

distinta a los cientos de miles que han anunciado los medios de comunicación del 

establecimiento, pudo ser varias veces más grande y adquirir una verdadera dimensión 

histórica y revolucionaria, sí la convocatoria se habría dirigido políticamente y en forma 

frontal en contra del gobierno de Lucio y su dirección, hubiese garantizado su independencia 

de los diversos sectores de la clase dominante y los intereses del capital transnacional 

estadounidense, autores y beneficiarios de la crisis socioeconómica en la que se debate el país.  

 Pero, por el contrario, el Alcalde de Quito, Paco Moncayo, la figura más relevante de 

la convocatoria, la neutralizó y debilitó, anunciando que se dirigía a que Gutiérrez rectifique. 

No sólo que para el pueblo ecuatoriano el cual ha sufrido dos años de gobierno y la traición a 

sus esperanzas y necesidades de transformaciones fundamentales, una posición de éste género 

significa pedirle peras al olmo, sino que, además, contiene implícitamente un acto de 

ratificación del gobierno de Lucio. Siguiendo el camino de Nebot, el mensaje político de 

Moncayo y la Izquierda Democrática es claro, demandan la reorganización de la Corte con 

una participación que les garantice sus intereses, a cambio, ofrecen estabilidad al gobierno. El 

precio político de esta determinación, Paco Moncayo, y la Izquierda Democrática, tarde o 

temprano tendrán inexorablemente, que pagarlo. 

 Atrás de las máscaras y de palabras virulentas, los fines del establecimiento en la 

marcha fueron evidentes: apoyar la estrategia del expresidente socialcristiano, Febres Cordero, 

de reestructurar la Corte Suprema, incluso con fechas, para dominar la nominación del Fiscal 

General de la Nación, una posición estratégica en el control de la justicia, proteger al ex-

presidente de la amenaza de un juicio penal, y al conjunto de sectores de la clase dominante 

que tienen cuentas pendientes con la justicia, particularmente por los crímenes del salvataje 

bancario ejecutado a partir de 1998, en el que se estima se robaron de los bolsillos de los 

ciudadanos y del país más de 9.000 millones de dólares.   

 En este camino el Alcalde Paco Moncayo, planteó para restituir la legalidad y 

constitucionalidad al régimen político, usar los mismos recursos inconstitucionales con los que 

en 1997, el congreso violando la Constitución y el pronunciamiento del pueblo en una 
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Consulta Popular, cesó ilegalmente a la Corte Suprema presidida por Carlos Solórzano, 

legalmente electa y ratificada en la Consulta Popular. Entonces, se procedió a nombrar una 

nueva Corte ilegal e inconstitucionalmente, bajo la cobertura de una comisión especialísima de 

notables que seleccionó a los candidatos, presentados por los denominados órganos de la 

sociedad civil, entre ellos numerosas ONG’s al estilo de Participación Ciudadana, con una 

fuerte influencia de la Embajada de Estados Unidos. Los 7 años de ejercicio de esa Corte, que 

encubrió el salvataje bancario y la salida del régimen de derecho con la imposición 

inconstitucional de la dolarización, testimonian ampliamente el fraude contenido en éste 

procedimiento, propio de un régimen dictatorial de la colonia española, donde la soberanía 

popular, no existía. 

 El gobierno ha recibido el mensaje y por medio de Carlos Pólit, ha mostrado 

disposición a negociar la nominación de una Corte de consenso de los diversos sectores 

económicos y políticos de la clase dominante, incluidas las ONG’s financiadas por la USAID, 

a cambio de la protección política para concluir el período presidencial y de protección 

judicial. 

 

La otra marcha  

Desde la perspectiva histórica, al margen de la grotesca manipulación mediática y política de 

la fracción de la clase dominante, que desesperadamente busca su potestad sobre la Corte, el 

pueblo protagonizó otra marcha, en la que vibró la necesidad de la independencia política de la 

oligarquía de la costa y la sierra y los intereses del capital transnacional yanqui. Una marcha 

inspirada en el repudio a la traición a las expectativas de transformaciones fundamentales por 

las que el pueblo votó por Lucio y, a su siniestra alianza con los sectores de la oligarquía 

representados primero por el mismo Febres Cordero y luego de la ruptura con él, con Álvaro 

Noboa y Abdalá Bucaram. Una marcha en contra de las draconianas consecuencias sociales 

del neoliberalismo, la dolarización y la transferencia masiva, de carácter colonial de las 

riquezas de la nación al capital transnacional. Contra las pretensiones de someter al país al 

saqueo despiadado del TLC. Contra la destrucción de la soberanía implícita en el 

sometimiento de Lucio y todos los sectores de la clase dominante a la pentagonización del 
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país. Por todos éstos contenidos, fue contradictoriamente, en una medida muy significativa, 

también una expresión política , en contra de las manipulaciones de quienes la dirigieron. A 

pesar de que éstos contenidos no aparecen en las páginas de los periódicos y en la televisión, 

su inexorable sentido, al margen del manipulado imaginario mediatizado, lo vivió el pueblo, 

que volvió a encontrar su fuerza en sí mismo. 

Los intereses imperialistas, la oligarquía y sus diversos partidos, han escrito una página 

de manipulación política del movimiento de masas: convocaron una marcha manipulando el 

repudio al gobierno para rearmar sus intereses en la Corte y negociar la protección que pueden 

ofrecer a Lucio. Una intriga que más temprano que tarde, podrá explotarles en su propia cara. 

 El 16 de febrero se registra, como un hito crítico en la conciencia política y símbolo 

inequívoco de la emergencia de los movimientos de masas que, en tan pronto se independicen 

de los intereses creados, podrán actuar como los protagonistas esenciales de la historia actual 

en construcción. 
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